PROYECTO DE COMUNICACIÓN
Pedido de Informes
 

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo por intermedio del organismo que corresponda y en relación a las Asociaciones Cooperadoras Policiales, informe lo siguiente:

1) ¿Qué cantidad de fondos han recibido las Asociaciones Cooperadoras Policiales (AACCPP) por parte de la provincia de Santa Fe durante los períodos 2003, 2004 y 2005 y cuáles han sido las cooperadoras beneficiadas?
2) Si se está realizando el control en cuanto a la prohibición del uso del personal policial para la venta de rifas, bonos contribución, campañas de conscripción de socios o cualquier otro procedimiento destinado a recaudar fondos para las AACCPP, según lo establece el artículo 51 del decreto 3834/99.  

3) Si se está realizando el control en cuanto a la prohibición de usar sellos, membretes o credenciales similares a las de la Policía,  así como también el uso por parte de terceros de estos elementos (artículo 52 decreto 3834/99) 

4) ¿Cuál es la cantidad de AACCPP que están registradas? ¿Cuántas de las mismas tienen personería jurídica y cuántas han sido creadas y están gestionando la personería (plazo un año según artículo 3 decreto 3834/99)?
5) ¿Cuántas AACCPP han cumplido con la obligación legal de presentar balance en los períodos 2003, 2004 y 2005?
6) ¿Cuál es el monto recaudado anualmente por las AACCPP de la provincia de  Santa Fe?
7) ¿Cuál ha sido el destino de los fondos recaudados?
8) ¿Cuáles son las empresas privadas que tercerizan la recaudación de fondos a nombre de las AACCPP (rifas, bonos, etc.)?
9) ¿Cuál es el porcentaje que se otorga de lo recaudado a las empresas privadas que tercerizan dicha recaudación?
10) ¿Cuáles son las empresas privadas que tercerizan otras actividades que en principio se adjudican a las AACCPP como construcción, remodelación  y/o refacción de edificios públicos?
 
 

 
Sr. Presidente: 

 
 


En los considerandos del decreto 0095/03 mediante el cual se instituye el día del cooperador policial, se hace mención a que la primera cooperadora policial fue fundada el 26 de abril de 1950 en la comisaría segunda de la Unidad Regional XV con asiento en Gálvez (Dpto. San Jerónimo). A la fecha del decreto (febrero del 2003) se encontraban registradas 352 Asociaciones Cooperadoras Policiales (AACCPP). 
 
 


La actividad de las Asociaciones Cooperadoras Policiales en la Provincia de Santa Fe está regulada por el Decreto 3834/99 - Reglamento Orgánico de las Asociaciones Cooperadoras Policiales. Dicha reglamentación ya en sus considerandos admite la inquietud que causa en la población cuando estos organismos se superponen o no llegan a conformar una situación jurídica regular.
 


Entre las obligaciones de las AACCPP una de las fundamentales es gestionar su personería jurídica en un plazo de un año a partir del acto constitutivo, siendo la Jefatura de Policía quien ejerce funciones de superintendencia y control, debiendo crear un Registro de carácter publico, comprobar el cumplimiento de las personerías jurídicas e informar semestralmente al Ministerio Justicia y Culto de los aportes de dinero y bienes que las AACCPP hayan efectuado a la Policía de la Provincia. Este control depende de una oficina denominada Coordinación, Asesoramiento y Control de las AACCPP siendo su jefe el titular del Departamento de Operaciones de la Jefatura de Policía.
 


Dicho reglamento prohíbe específicamente en sus artículos 51 y 52 emplear a personal policial para recaudar fondos y el uso de elementos como sellos, membretes, uniformes similares a los que son usados oficialmente por la policía.
 
 


Sin ánimo de generalizar, ya que hay AACCPP como la de la Seccional 2ª de Rosario que en Carta de Lectores del diario La Capital dice cumplir con todos los requisitos legales y que nunca recurrió a la venta de bonos ni contrató servicios de agencias de promoción,  es público (y así es denunciado por los medios periodísticos) que gran parte de la población ignora que empresas tercerizadas se llevan en muchos casos importantes porciones de las contribuciones a las AACCPP, lo que vuelve oscuro el destino de los aportes, denunciándose además que a menudo el pedido de aportes bordea la intimidación. 
 
  


En el año1999 la provincia de Buenos Aires eliminó 270 cooperadoras policiales con la intención de evitar manejos irregulares de fondos y casos de extorsión a comerciantes y vecinos, no fueron disueltas por cuestiones administrativas sino porque en muchos casos la gente estaba obligada a colaborar por temor a represalias o quedar desprotegido.
 
 


En otro orden de cosas también se ha denunciado por parte de las organizaciones sindicales policiales no reconocidas, que en muchos casos los propios agentes son los que se tienen que comprar hojas y biromes para realizar su trabajo o se deben llevar sus propias computadoras cuando debería ser la Provincia o en su defecto las cooperadoras quienes deberían proveerlas.
 
 


También es público que muchas AACCPP reciben subsidios a través de entes, según consta en pedidos de informes ya realizados  en septiembre del 2001 por el ex diputado provincial Carlos Favario, como por ejemplo el del Túnel Subfluvial que oscilaban entre $ 2000 y $ 15000. Asimismo son, también, beneficiarias en muchas ocasiones de fondos como los PREPAC.
 
  


Los problemas presupuestarios de las fuerzas policiales han contribuido a que estas busquen otros recursos para afrontar sus tareas cotidianas. Así es como en distintos barrios y localidades las AACCPP solicitan, en especial a los comerciantes, contribuciones para poder equiparse. Este mecanismo es peligroso porque se corre el riesgo de que se distorsione todavía mas la seguridad publica. La sociedad puede quedar aún mas dividida entre “ciudadanos de primera”, los que pueden pagar y por lo tanto tienen mayores garantías de seguridad, y “ciudadanos de segunda”, los que no lo pueden hacer, la mayoría de la población indefensa.
 
 


La experiencia histórica argentina muestra que trasladar a la propia policía la solución de sus problemas presupuestarios, impulsarla a generar recursos económicos propios, es una segura fuente de males mayores, en cuanto ha llevado en varias ocasiones a la institucionalización de la coima, la asociación con la prostitución, el juego clandestino y la corrupción.
 
 


Estas prácticas tienen como correlato necesario la deformación del accionar de las cúpulas policiales que, pueden sufrir transformaciones que las asimilen peligrosamente a asociaciones ilícitas.




Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación. 
El "mangueo" institucional 


Hernán Lascano / La Capital – 10 de julio de 2006


El financiamiento adicional de las actividades policiales mediante contribuciones que la propia policía solicita a los vecinos es una de esas prácticas que, aunque no sean ilegales, producen una extraña pero perceptible incomodidad, un desarreglo propio de esas cosas cuyo sentido último no se explica nunca bien del todo.


Así muestre modales solícitos y credencial plastificada, nunca se sabe bien quién es el que pide. Tampoco cuál será el destino de lo que pide. La comunidad ignora cuánto se recauda con sus aportes y nadie que recauda rinde cuentas de ello. Y que no se responda aquí que alguna cooperadora o sección policial divulga cada tanto cómo retornan esos aportes a la sociedad en equipamiento y servicios. Esos inventarios, cuando existen, no tienen nada de oficial.


Algo queda irremediablemente desacoplado cuando la policía le hace sentir al vecino que de la compra de un bono depende su seguridad. Porque esa es siempre la base apelativa del discurso de quien pide la colaboración. Y la gente a veces colabora. Y otras veces no. A veces porque no puede. Otras porque no quiere. Otras porque desconfía de la identidad del que pide. Otras porque no tiene la menor idea de adónde irá a parar su dinero.


Algo es cierto: el no contribuyente retendrá casi siempre la sensación de ser hostil al decirle que, por las razones que sean, no le dará nada a aquel que tiene la noble función de brindar protección. Y sentirá que, tal vez, esa negativa lo colocará en riesgo. Es la sensación que tuvo la persona que fue víctima del robo que se expone en la nota central. Pero es una sensación muy extendida y no es paradójico que el vecino sea el que se siente hostilizado. A veces alguien compra un vale, también, por sentirse intimidado y para evitar hipotéticos males futuros.


¿Esto es una exageración? No lo es. Es apenas el palpable residuo que dejan las cosas que no están claras. El Estado tiene por misión constitucional proveer seguridad a la ciudadanía. Que los efectivos que deben proveerla sugieran que la seguridad es un bien que se compra en bonos debería ser algo a asumir como un problema para el Estado. No es nuevo ni de ahora. Pero algo hay que hacer con eso.
